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a Sala 5ª de la Cámara del Tra-
bajo de Córdoba rechazó inte-
gralmente la demanda pro-

movida por un trabajador contra 
Clínica Romagosa SA, al concluir 
que no acreditó haber desempe-
ñado funciones correspondientes 
a una categoría superior, y que 
tampoco demostró la realización 
de horas extras ni probó la existen-
cia de un acuerdo de retiro volun-
tario que obligara a la empleadora 
al pago de una indemnización, por 
lo que desestimó todos los rubros 
reclamados derivados de la extin-
ción del vínculo laboral.  

La sentencia fue dictada por el 
vocal Julián Nicolás Daghero, 
quien analizó el reclamo de un 
enfermero que prestó servicios 
durante diecisiete años en el no-
socomio y sostuvo que había sido 
incorrectamente registrado bajo 
la categoría de “enfermería de pi-
so”, cuando en realidad entendía 
que le correspondía la de “cabo de 
piso o pabellón”, prevista en el 
CCT 122/75. También afirmó que 
cumplía una jornada superior a la 
legal sin percibir horas extras y 
que su desvinculación obedeció a 
un retiro voluntario propuesto 
por la empleadora, mediante el 
cual ésta se habría comprometido 
a abonarle una suma equivalente 
a 50 por ciento de la indemniza-
ción por despido sin causa 12 do-
ce cuotas.  

La demandada negó todos esos 
extremos y sostuvo que el actor re-
nunció voluntariamente para des-
arrollar un emprendimiento priva-
do vinculado a un geriátrico, sin 
que existiera un plan de retiro vo-
luntario ni ofrecimiento indemni-
zatorio alguno. Asimismo, rechazó 
que hubiera desempeñado tareas 
distintas de las correspondientes a 
su categoría o que hubiera realiza-
do horas extraordinarias.  

Al examinar el reclamo por dife-
rencias salariales, el magistrado 
destacó que las funciones propias 
de la categoría de cabo de piso o 
pabellón implican tareas de coor-
dinación, dirección de personal, 
provisión de medicamentos e in-
sumos y acompañamiento al mé-
dico durante las recorridas, res-
ponsabilidades que exceden las 
propias de un enfermero de piso. 
Sin embargo, señaló que ninguna 
de esas funciones quedó acredita-
da durante el proceso.  

 
Valoración 
En ese sentido, valoró que los tes-
timonios incorporados única-
mente describieron que el actor 
desarrollaba tareas de enfermería 
en el área de traumatología, aten-
ción ambulatoria y curaciones, sin 

mencionar funciones de conduc-
ción, coordinación de personal o 
desempeño estable como respon-
sable de sala o pabellón. Por ello 
concluyó que no existían elemen-
tos para desvirtuar la categoría ba-
jo la cual permaneció registrado 
durante los 17 años de relación la-
boral, rechazando el reclamo por 
errónea categorización.  

Respecto de las horas extras, el 
juez observó que la empleadora 
exhibió únicamente las planillas 
de horarios correspondientes a 
septiembre de 2018, en las que 
constaba un horario de 8.30 a 
17.30. Si bien entendió que esa 
exhibición parcial provocaba la 
inversión de la carga de la prueba 
prevista por el artículo 39 de la 
LPT respecto de los restantes pe-
ríodos, aclaró que esa presunción 
no resulta suficiente para demos-
trar la efectiva prestación de tra-
bajo extraordinario, especial-
mente cuando no existía prueba 
testimonial idónea que acredita-
ra el exceso de la jornada legal. 
Recordó además la doctrina con-
solidada del TSJ según la cual la 
presunción derivada del artículo 
55 de la LCT alcanza únicamente 
a la jornada legal y no acredita 
por sí misma la realización de ho-
ras extras.  

Como consecuencia del recha-
zo de la incorrecta registración de 
la categoría, el vocal también des-
estimó la indemnización prevista 
por el artículo 1 de la ley 25323, al 
no verificarse el presupuesto legal 
invocado por el trabajador.  

 
Forma 
En cuanto a la forma de extinción 
del vínculo, el tribunal señaló que 
no existía ninguna prueba objetiva 
que acreditara la implementación 
de un plan de retiro voluntario. 
Destacó que no obraban comuni-

caciones internas, acuerdos, circu-
lares ni documentación emanada 
del nosocomio que respaldara la 
propuesta alegada por el actor. 
Tampoco la prueba testimonial 
aportó elementos que permitieran 
concluir que la empresa hubiera 
formulado semejante ofrecimiento.  

El magistrado agregó que el pro-
pio trabajador había reconocido 
en su demanda que decidió dejar 
el empleo para iniciar un empren-
dimiento privado, circunstancia 
incompatible con la hipótesis de 
un despido atribuible a la emplea-
dora. Asimismo, consideró rele-
vante la contradicción existente 
entre el telegrama mediante el cual 
decía adherir a un supuesto retiro 
voluntario aceptando percibir la 
mitad de la indemnización y la 
posterior pretensión de reclamar 
judicialmente la indemnización 
completa por despido sin causa. 
Esa modificación de su postura, 
sostuvo, restó credibilidad a su 
versión de los hechos.  

Finalmente, se entendió que la 
conducta del actor configuró una 
renuncia en los términos del artí-
culo 240 de la LCT, por lo que de-
claró improcedentes las indemni-
zaciones por antigüedad, preaviso, 
integración del mes de despido y la 
prevista en el artículo 2 de la ley 
25323. Además, rechazó los restan-
tes rubros reclamados, al conside-
rar acreditado el pago de la liqui-
dación final, descartar la sanción 
del artículo 132 bis de la LCT por 
falta de intimación válida y tener 
por cumplida la obligación de en-
trega de la documentación del artí-
culo 80 de la LCT. En consecuen-
cia, rechazó íntegramente la de-
manda, con costas por su orden. 

La Justicia consideró que el trabajador renunció para iniciar un emprendimiento propio,  
descartó que existiera un acuerdo de desvinculación con la empleadora y desestimó también 
los restantes rubros laborales al no encontrar respaldo suficiente en la prueba producida

Enfermero no probó categoría  
superior, horas extras ni un retiro 
voluntario indemnizado El Superior Tribunal de Justicia 

(STJ)de Río Negro hizo lugar al re-
curso de casación interpuesto por 
González Tarabelli SA, revocó la 
sentencia que había confirmado 
la ejecución fiscal promovida por 
la Agencia de Recaudación Tribu-
taria, declaró inaplicables al caso 
las normas del Código Fiscal pro-
vincial sobre prescripción de obli-
gaciones tributarias y rechazó la 
ejecución por considerar pres-
criptos el impuesto, los intereses y 
la multa reclamados. 

La decisión fue adoptada por Li-
liana Laura Piccinini, Ricardo A. 
Apcarian, María Cecilia Criado, 
Sergio Gustavo Ceci y Sergio M. 
Barotto, quien coincidió con la so-
lución de fondo, aunque formuló 
una disidencia parcial respecto 
del fundamento utilizado para de-
jar de aplicar las normas provin-
ciales sobre prescripción. 

El tribunal comenzó recordando 
que las instancias anteriores habí-
an rechazado las excepciones de 
prescripción e inhabilidad de título 
planteadas por la empresa ejecuta-
da, con fundamento en la doctrina 
fijada por el propio STJ en el prece-
dente “Provincia de Río Negro 
c/Morcol SRL”, según la cual pre-
valecían los plazos de prescripción 
establecidos por el Código Fiscal 
provincial sobre los previstos por la 
legislación nacional. Sin embargo, 
los jueces señalaron que la sanción 
de la ley 27799, conocida como Ley 
de Inocencia Fiscal, modificó sus-
tancialmente el marco normativo 
que sustentaba aquella doctrina y 
obligaba a revisar ese criterio. 

En ese sentido, explicaron que la 
reforma eliminó la cláusula del Có-
digo Civil y Comercial que habilita-
ba a las provincias a regular la pres-
cripción de sus tributos y dispuso 
expresamente que la prescripción 
de los tributos provinciales, muni-
cipales y de la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires debe regirse por la ley 
nacional 11683, circunstancia que 
alteró el fundamento utilizado an-
teriormente para reconocer com-
petencia normativa a las provincias 
en esa materia. 

Los magistrados destacaron 
además que la Corte Suprema de 
Justicia de la Nación (CSJN) había 
mantenido de manera constante la 
doctrina iniciada en el precedente 
“Filcrosa”, reafirmando la preva-
lencia de la legislación nacional so-
bre la normativa provincial en ma-
teria de prescripción tributaria, in-
cluso después de la entrada en vi-
gencia del Código Civil y Comer-
cial. A criterio del STJ, la nueva ley 
vino a confirmar definitivamente 
esa interpretación constitucional. 

 
Inaplicables 
Sobre esa base se concluyó que los 
artículos 130 a 133 del Código Fis-
cal de Río Negro resultaban inapli-
cables al caso en cuanto regulaban 
el plazo de prescripción, el inicio 
de su cómputo y las causales de 
suspensión e interrupción, por en-
contrarse desplazados por la legis-

lación nacional de jerarquía supe-
rior. Aclararon que ello no implica-
ba declarar la inconstitucionali-
dad abstracta de esas disposicio-
nes, sino reconocer que, para el li-
tigio concreto, debían ceder frente 
al régimen federal. 

Luego analizaron el caso específi-
co y señalaron que las obligaciones 
reclamadas correspondían a perío-
dos comprendidos entre los años 
2015 y 2017. Explicaron que, apli-
cando exclusivamente las reglas na-
cionales sobre prescripción, sin re-
conocer efectos suspensivos o inte-
rruptivos a las actuaciones adminis-
trativas previstas por el Código Fis-
cal provincial, todos los créditos fis-
cales ya se encontraban prescriptos 
cuando la ejecución fue iniciada en 
2024. En consecuencia, hicieron lu-
gar a la excepción de prescripción 
respecto del impuesto sobre los in-
gresos brutos y sus intereses. 

Respecto de la multa tributaria, 
el tribunal sostuvo que posee natu-
raleza esencialmente sancionato-
ria y constituye una manifestación 
del poder punitivo estatal, razón 
por la cual corresponde aplicar la 
doctrina de la CSJN que remite al 
Código Penal para determinar su 
prescripción. En virtud de ello con-
cluyó que también la multa había 
prescripto antes del inicio de la eje-
cución fiscal, ya que había trans-
currido íntegramente el plazo pre-
visto para ese tipo de sanciones. 

 
Excepción 
En relación con la excepción de in-
habilidad de título basada en la in-
existencia de la deuda, el STJ en-
tendió que su tratamiento había 
quedado abstracto como conse-
cuencia de la admisión de la pres-
cripción. De todos modos, precisó 
que la discusión acerca de la even-
tual improcedencia del impuesto 
sobre los ingresos provenientes 
del transporte interjurisdiccional 
exige un análisis probatorio in-
compatible con el limitado ámbito 
de una ejecución fiscal, motivo por 
el cual deberá ser debatida en el 
proceso declarativo que la empre-
sa ya promovió ante la CSJN. 

Asimismo, el tribunal conside-
ró que el recurso de inconstitu-
cionalidad carecía de autonomía 
argumental respecto del recurso 
de casación y que sus planteos 
quedaban absorbidos por la solu-
ción alcanzada al resolver la cues-
tión principal. 

En su voto concurrente, Sergio 
Gustavo Ceci destacó que el cam-
bio introducido por la ley 27799 
imponía abandonar la doctrina 
anterior del STJ y adecuarla al nue-
vo régimen federal. Por su parte, 
Sergio M. Barotto coincidió con la 
admisión de la casación y con el re-
chazo de la ejecución, aunque sos-
tuvo que la incompatibilidad entre 
las normas provinciales y la legis-
lación nacional debía resolverse 
mediante una declaración de in-
constitucionalidad para el caso 
concreto y no a través de la técnica 
del desplazamiento normativo. 

Ejecución fiscal prescribió al aplicar  
régimen nacional y dejar sin efecto  
reglas provinciales
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DECISIÓN. La falta de prueba sobre la categoría invocada, las horas extras y  
el supuesto retiro voluntario condujo al rechazo íntegro de la demanda.
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